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	Asunto: Respuesta a consecuencia a la cuestión no. 068532017

	Precedente: (1) Planteamiento de fecha 12-VI-2017

	


Chihuahua, Chih., a 26 de junio de 2017
C. Guillermo
En mi carácter de Responsable de la Unidad de Transparencia del H. Congreso del Estado de Chihuahua—con fundamento en lo establecido en el artículo 6º, párrafo cuarto, apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el artículo 4º, fracción II, párrafos del uno al tres, de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; en los artículos  4°, 124, 136, 138, 212 y 213 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua; y en los artículos 1º, 2º, 5º, fracciones XIX, XXVIII, XXIX, XXXI, XXXIII, 6º, 7º, 32, fracción III, 33, fracciones I, II, VII, X, XII, 36, fracciones I, II y VII, 37, y 38, fracciones II, VI y IX, 40, 46, 47, 54 y 55, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua;—, y en atención a la solicitud identificada con el no. 068532017, a tiempo me comunico con Usted a efecto de notificarle la respuesta que en la normativa en la materia se determina.

A continuación, se precisarán los términos de la solicitud formulada; luego se expondrán los datos correspondientes a la respuesta institucional, y por último se explicitarán los puntos resolutivos que en atención a la situación sean procedentes.
	I. Planteamiento de la persona solicitante


Se exponen los antecedentes del caso a fin de que se comprenda el contexto en el que fue formulado el planteamiento previamente aludido.

(1) El día 12 de junio del año 2017 se recibió por medio del Sistema de solicitudes de acceso a la información de la PNT- sistema Infomex Chihuahua una cuestión dirigida a la Unidad de Transparencia del H. Congreso del Estado de Chihuahua.
(2) Lo que se solicitó fue lo que a continuación se precisa: 
(A) “Hola, mi pregunta es ¿De qué manera se justifica el cobro de la cantidad de 1700 pesos M.N. por el ¨Derecho de control vehicular? así como proporcionar de manera justificada cómo el Estado arrivó a la cantidad antes mencionada, en atención a lo que le cuesta al Gobierno prestar el servicio de control vehicular?
Cuanto le cuesta al Estado prestar el servicio de control vehicular? desglosando e individualizando cada concepto que integra la cantidad de 1700 pesos, que es lo que se cobra por el derecho de control vehicular.”
(3) En el artículo 4º, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; en los artículos 2º, 5º, fracción XIX, 33, fracciones II y VII, 38, fracción II y 40, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua,  se estatuye que: 
(a) Las personas tienen derecho a acceder a la información pública, a excepción de la clasificada según las pautas establecidas en la ley; 
(b) Los entes públicos administran su Sistema de Información y deben establecer las medidas necesarias para la protección de los archivos, con el objeto de evitar su alteración, pérdida, tratamiento, modificación, afectación o acceso no autorizado.
(4) Por consecuencia, la Unidad de Transparencia del H. Congreso del Estado de Chihuahua, determinó divulgar la información correspondiente, con base en lo establecido en el artículo 33, fracción X y 46 fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua.
	II. Difusión


(5) Por este conducto me permito informarle, que la solicitud de información que Usted realizó, fue debidamente turnada a la Secretaría de Asuntos Legislativos con el objeto de que realice una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada, quiénes a su vez proveyeron la información que a continuación se le expone: 
En atención al oficio UT-LXV/281/17, relativo al requerimiento de datos que obran en poder de esta Secretaría, necesarios para emitir respuesta a la solicitud de información con folio No. 068532017, me permito señalar lo siguiente:

A. Si bien es cierto compete a este Poder Legislativo aprobar anualmente la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado, tal como lo dispone el artículo 64, fracción VI de la Constitución Local, también lo es, que es atribución de la Secretaría de Hacienda establecer y revisar las tarifas por los servicios que presta la administración pública estatal, de conformidad con el artículo 11, fracción VII del Código Fiscal del Estado que a la letra dice:

“ARTÍCULO 11. Compete a la Secretaría de Hacienda: 

I al VI….

VII. Establecer y revisar los precios y tarifas de los bienes y servicios de la administración pública estatal, con la participación de las dependencias que corresponda…”

Como se puede ver y dado el régimen de facultades expresas previsto en el artículo 28 de nuestra Constitución Local, es la citada dependencia del Ejecutivo Estatal quien tiene las atribuciones para determinar cuánto le cuesta al estado prestar el servicio de control vehicular por ser un acto eminentemente administrativo, mientras que a este Poder Legislativo le compete la revisión y aprobación, en su caso, de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos del Estado; por lo tanto, deberá dirigir su solicitud de información a esa dependencia del Poder Ejecutivo Estatal, tal como se confirma con la resolución del Comité de Transparencia RCT-LXV/ 47/2017.

B. Ahora bien, por lo que hace a la parte de la solicitud que a la letra dice: ¿De qué manera se justifica el cobro de la cantidad de 1700 pesos M.N. por el “Derecho de control vehicular”…. 

Es de decírsele, que los derechos, por definición del artículo 31 del Código Fiscal del Estado, son las contraprestaciones establecidas por el Poder Público, conforme a la Ley, en pago de un servicio.

De lo anterior se deriva lo siguiente:

a) El derecho de control vehicular, está previsto en la Ley de Ingresos del Estado.
b) Existe el Sistema Nacional de Seguridad Pública, en el cual la Federación, los Estados y los municipios, suministran, intercambian, sistematizan, consultan, analizan y actualizan, la información que diariamente se genere sobre Seguridad Pública.
c) El Registro Público Vehicular, de conformidad con la Ley que lo regula, tiene como propósito otorgar seguridad pública y jurídica a los actos que se realicen con vehículos.
A través del citado Registro Público Vehicular se tiene un control en el que constan las inscripciones o altas, bajas, emplacamientos, infracciones, pérdidas, robos, recuperaciones y destrucción de los vehículos que se fabrican, ensamblan, importan o circulan en el territorio nacional.
En otros términos, la inscripción de un vehículo en el Registro presume la existencia del mismo, su pertenencia a la persona que aparece en aquél como propietario y la validez de los actos jurídicos que se relacionan con el vehículo.
La información que obra en el registro, puede ser consultada por las autoridades nacionales o extranjeras y el público en general, con algunas restricciones, por supuesto, como la protección de datos personales.

De acuerdo con esa ley, el ejecutivo federal y las entidades federativas acordarán las reglas a que se sujetarán el suministro, intercambio y sistematización de la información del Registro y, en general, sobre su operación, funcionamiento y administración.

En conclusión, es obligación de la federación y de los estados mantener actualizado el registro público vehicular, con el propósito de otorgar seguridad pública y jurídica a los actos que se realicen con vehículos que circulen en el territorio nacional, mediante su identificación y control, y en caso de contravenir estas disposiciones serán sujetos de sanciones.

Como puede observarse, en efecto, el control vehicular es un servicio que presta la administración pública con el propósito darle certeza jurídica a las y los propietarios de vehículos respecto de los actos jurídicos celebrados en torno a los mismos (compra, venta, etc.) y, además, la información de ese registro vehicular contribuye al cumplimiento o ejecución de políticas y programas en materia de seguridad pública.

Ciertamente, los derechos que los ciudadanos del estado de Chihuahua pagamos en materia de control vehicular van encaminados a proteger nuestra esfera jurídica, desde el punto de vista patrimonial y personal.

C. Tratándose de la parte de la pregunta que versa “¿… así como proporcionar de manera justificada como el Estado arribó a la cantidad antes mencionada, en atención a lo que le cuesta al Gobierno prestar el servicio de control vehicular?”, es importante destacar las resoluciones emitidas por el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Chihuahua, en diversos Juicios de Amparo en cuanto a la falta de proporcionalidad en el determinación de la tarifa del derecho de control vehicular.

Al respecto, el citado tribunal invoca los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los que expresa que tratándose del principio de proporcionalidad, previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, opera de manera distinta al de los impuestos.

En otras palabras, el principio de proporcionalidad que rige a los derechos fiscales, es decir, la correspondencia entre costo y monto de la tarifa no debe entenderse como en derecho privado, de manera que el precio corresponda exactamente al valor del servicio prestado, pues los servicios públicos se otorgan en función del interés general y solo secundariamente en el de los particulares, ya que el Estado no es una empresa privada que ofrece al público sus servicios a un precio comercial, con base en los costos de producción, venta y lucro debido.

Luego entonces no siempre debe existir una correspondencia exacta de dichos elementos (valor-servicio), para sostener que el derecho es proporcional. Ello en atención a que los servicios públicos que presta el Estado se organizan en función de un interés general, que tiende a garantizar, por ejemplo, la seguridad pública, la educación superior, la higiene en el trabajo, la salud pública y la organización.

A mayor ilustración, la jurisprudencia P./J.1/98, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación publicada en el Semanario Judicial de la Federación, con el número de registro 196935, señala:

Derechos por servicios. Su connotación. Si bien es cierto que de acuerdo con la doctrina jurídica y la legislación fiscal, los tributos conocidos como derechos, o tasas en otras latitudes, son las contribuciones que se pagan al Estado como contraprestación de los servicios administrativos prestados, sin embargo, la palabra "contraprestación" no debe entenderse en el sentido del derecho privado, de manera que el precio corresponda exactamente al valor del servicio prestado, pues los servicios públicos que realiza el Estado se organizan en función del interés general y secundariamente en el de los particulares, ya que con tales servicios se tiende a garantizar la seguridad pública, la certeza de los derechos, la educación superior, la higiene del trabajo, la salud pública y la urbanización. Además, porque el Estado no es la empresa privada que ofrece al público sus servicios a un precio comercial, con base exclusivamente en los costos de producción, venta y lucro debido, pues ésta se organiza en función del interés de los particulares. Los derechos constituyen un tributo impuesto por el Estado a los gobernados que utilizan los servicios públicos y están comprendidos en la fracción IV del artículo 31 constitucional, que establece como obligación de los mexicanos contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes y, por tanto, los servicios aludidos se han de cubrir con los gravámenes correspondientes, que reciben el nombre de "derechos".

Por último, no omito mencionar que anexo a esta respuesta encontrará las direcciones para consulta de la iniciativa, dictamen y el decreto correspondiente a la Ley de Ingresos del Estado, para el ejercicio fiscal 2017.

a) Iniciativa de la Ley de Ingresos del Estado de Chihuahua para el ejercicio fiscal 2017.

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5434.pdf 

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5435.pdf 

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/iniciativas/archivosIniciativas/5436.pdf 

b) Dictamen de la Comisión de Programación, Presupuesto y Hacienda Pública.

(Pdf)

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/dictamenes/archivosDictamenes/7079.pdf 

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/dictamenes/archivosDictamenes/7080.pdf 

(Word) 

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/dictamenes/docs/5636.doc 

c) Ley de Ingresos del Estado de Chihuahua para el ejercicio fiscal 2017.

(Pdf)

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/decretos/archivosDecretos/6154.pdf
http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/decretos/archivosAnexos/738.pdf
(Word)

http://www.congresochihuahua.gob.mx/biblioteca/decretos/docs/5818.doc 

Finalmente, en caso de que la respuesta otorgada no satisfaga la pretensión de la persona solicitante, podrá interponer recurso de revisión ante el Instituto Chihuahuense para la Transparencia y Acceso a la Información Pública o ante la Unidad de Transparencia de este Sujeto Obligado, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de su notificación.

	III. Determinaciones


(6) Por lo precedentemente expuesto, debidamente fundado y motivado, el Responsable de la Unidad de Transparencia del H. Congreso del Estado de Chihuahua resuelve: 
(A) Divulgar la información correspondiente, de conformidad con lo estatuido en el artículo 33, fracción X, y 46, fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua; y a su vez poner para su consulta en la unidad de transparencia la misma.
(B) Notifíquese al usuario del presente proveído por el sistema de solicitudes de acceso a la información de la PNT- sistema INFOMEX Chihuahua, con fundamento en lo preceptuado en los artículos 38.o, fracción VI, 46.o, fracción II, y 47º de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua.
(C) Comunicar a la persona peticionaria que puede interponer ante el Instituto Chihuahuense para la Transparencia y Acceso a la Información Pública ICHITAIP o ante la Unidad de Transparencia del       H. Congreso del Estado de Chihuahua un Recurso de Revisión con fundamento en los artículos 136.o, 137.o, y 138.o de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua: 
	(I)
	El plazo para hacerlo es dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de la notificación de la respuesta, o del vencimiento del plazo para su notificación; 

	(II)
	Deberá contener el nombre del recurrente o de su representante, y en 
su caso, tercero interesado, y dirección o medio para recibir notificaciones, con base en lo estatuido en el artículo 138 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua;

	(III)
	Debe precisar el Sujeto Obligado ante el cual se presentó la solicitud de información, el acto que se recurre, el número de folio de la  respuesta de la solicitud de acceso, la fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de la presentación de la solicitud en caso de falta de respuesta; las razones o motivos que sustenten la impugnación;

	IV)
	Asimismo, es necesario adjuntar copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, salvo en el caso de respuesta de la solicitud; adicionalmente se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes.



Así lo acordó el Lic. Juan Carlos Fuentecilla Chávez, Responsable de la Unidad de Transparencia del H. Congreso del Estado de Chihuahua. 
Archivo 
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